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Sobre: 
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Panel integrado por su presidente, la Jueza Grana Martínez, la Jueza 
Soroeta Kodesh1 y el Juez Adames Soto 

 
Adames Soto, Juez Ponente  

 
 

RESOLUCIÓN 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 16 de diciembre de 2021. 

 Acude el Sr. Marcos R. Vélez Green, (el peticionario), solicitando la 

revocación de una Resolución emitida por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala Superior de San Juan, (TPI), el 18 de noviembre de 2021. 

Mediante dicho dictamen el foro primario declaró No Ha Lugar la moción 

de desestimación presentada por el peticionario. Junto al recurso de 

certiorari presentado para cuestionar tal determinación, el peticionario 

incluyó una petición en auxilio de nuestra jurisdicción con el propósito 

de que ordenemos la paralización de los procesos en el tribunal a quo, 

hasta que concluyamos la consideración del asunto presentado. 

 
1 Mediante Orden Administrativa OATA-2021-213 se designa a la Hon. Irene S. Soroeta Kodesh en 

sustitución del Hon. Abelardo Bermúdez Torres.  
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 Vistos los asuntos presentados, determinamos no expedir el 

recurso solicitado y, de igual forma, denegar la petición de paralización 

de los procesos. 

a. 

 El 30 de marzo de 2021 la Sra. Emma Santana López, (recurrida), 

presentó una demanda por incumplimiento de contrato, sentencia 

declaratoria, además de daños y perjuicios, contra varios demandados 

(según constan en epígrafe), entre los cuales se encontraba el 

peticionario. Adujo la recurrida haber suscrito un contrato de 

arrendamiento con los demandantes sobre cierto predio de terreno, 

donde estos instalarían un letrero (billboard) para fines publicitarios. 

Que, a consecuencia del paso del huracán María, dicho letrero sufrió 

daños en su estructura, lo que incluyó el desprendimiento de sus vigas 

de metal. Por causa de la inacción de los demandados a reparar dichos 

daños, la recurrida tuvo que contratar y pagar a un contratista para que 

reparara estos. Además, los demandados dejaron de pagar el canon de 

arrendamiento por la propiedad arrendada. Por todo lo cual, la recurrida 

solicitó al tribunal los remedios que estimó pertinentes. 

 Luego del peticionario solicitar prórroga para contestar la 

demanda, (que fue concedida), el 4 de junio de 2021 presentó una 

moción de desestimación, aduciendo que la demanda presentada dejaba 

de exponer una reclamación que justificara la concesión de un remedio 

contra él. Acompañó junto a su moción dispositiva una declaración 

jurada en la que afirmó que nunca ha tenido interés propietario en CHR 

Media Puerto Rico, LLC, (otra de las partes demandadas), ni en la valla 

publicitaria objeto de la reclamación. 

 En respuesta, la recurrida presentó oposición a solicitud de 

desestimación. 
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 Entonces, según adelantamos, el TPI emitió la Resolución cuya 

revocación se nos solicita, declarando No Ha Lugar la solicitud de 

desestimación presentada por el peticionario. 

 Inconforme, el peticionario acude ante nosotros esgrimiendo los 

siguientes señalamientos de error: 

 PRIMER ERROR: El Honorable Tribunal de Primera 
Instancia, Sala Superior de San Juan erró al no determinar 

que la demanda deja de exponer una reclamación que 
justifique la concesión de un remedio en contra del 
recurrente Marcos R. Vélez Green.   

 
 SEGUNDO ERROR: El Honorable Tribunal de Primera 

Instancia, Sala Superior de San Juan erró al declarar NO HA 
LUGAR la moción de desestimación presentada por el 
recurrente Marcos R. Vélez Green no desestimar la demanda 

en su contra e imponer a la demandante el pago de 
honorarios de abogado. 

 

 Por no juzgarlo necesario, hemos prescindido de ordenar a la parte 

recurrida escrito en oposición. Estamos en posición de resolver. 

b. 

 

 La Ley de la Judicatura del Estado Libre Asociado de Puerto Rico de 

2003, Ley Núm. 201–2003, en su Art. 4.006 (b), dispone que el Tribunal 

de Apelaciones conocerá mediante auto de Certiorari expedido a su 

discreción, de cualquier resolución u orden dictada por el Tribunal de 

Primera Instancia. En la misma línea, la Regla 52.1 de Procedimiento 

Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 52.1, especifica las circunstancias en las cuales 

estamos habilitados como foro intermedio para revisar resoluciones u 

órdenes interlocutorias dictadas por el Tribunal de Primera Instancia, 

identificando la denegatoria de una moción dispositiva como una de las 

tales.  

  Cónsono con lo cual, nuestro Tribunal Supremo ha manifestado 

que el auto de certiorari permite a un tribunal de mayor jerarquía revisar 

las determinaciones de un tribunal inferior. 800 Ponce de León Corp. v. 

AIG, 205 DPR 163 (2020); Municipio Autónomo de Caguas v. JRO 

Construction, 201 DPR 703, 710 (2019); Medina Nazario v. McNeil 
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Healthcare LLC., 194 DPR 723, 728 (2016). Es, en esencia, un recurso 

extraordinario mediante el cual se solicita al tribunal intermedio la 

corrección de un error cometido por el tribunal inferior. La expedición de 

este auto descansa en la sana discreción del tribunal y encuentra su 

característica distintiva, precisamente, en la discreción encomendada al 

tribunal revisor para autorizar su expedición y adjudicar sus méritos. 

Municipio Autónomo de Caguas v. JRO Construction, supra; IG Builders et 

al. v. BBVAPR, 185 DPR 307 (2012). A diferencia de la apelación de una 

sentencia final, el auto de certiorari es un recurso procesal de carácter 

discrecional. Rivera Figueroa v. Joes European Shop, 183 DPR 580 

(2011). Además, nuestro ordenamiento jurídico desfavorece la revisión de 

determinaciones interlocutorias. Medina Nazario v. McNeil Healthcare 

LLC, 194 DPR 723 (2016). 

Por otra parte, la moción de desestimación al amparo de la Regla 

10.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 10.2, es aquella que 

formula el demandado antes de presentar su contestación a la demanda, 

en la cual solicita que se desestime la demanda presentada en su contra. 

Aut. Tierras v. Moreno & Ruiz Dev. Corp., 174 DPR 409, 428 (2008). La 

citada regla dispone que la parte demandada puede presentar una 

moción de desestimación en la que alegue las siguientes defensas: (1) 

falta de jurisdicción sobre la materia; (2) falta de jurisdicción sobre la 

persona; (3) insuficiencia del emplazamiento; (4) insuficiencia del 

diligenciamiento del emplazamiento; (5) dejar de exponer una 

reclamación que justifique la concesión de un remedio; y (6) dejar de 

acumular una parte indispensable. 32 LPRA Ap. V, R. 10.2.  

En términos generales, al evaluar la concesión de una moción de 

desestimación, nuestro máximo foro ha establecido que las alegaciones 

deben ser interpretadas conjuntamente, liberalmente y de la manera más 

favorable posible para la parte demandante. González Méndez v. Acción 

Social, 196 DPR 213, 234 (2016).  Por otra parte, la demanda no debe 
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desestimarse a menos que se demuestre que el demandante no tiene 

derecho a remedio alguno, bajo cualesquiera hechos que pueda probar. Íd.; 

Aut. Tierras v. Moreno & Ruiz Dev. Corp., supra. 

En lo específico al caso ante nuestra consideración, el Tribunal 

Supremo ha advertido que, al resolverse una moción de desestimación 

bajo el fundamento de que la demanda deja de exponer una reclamación 

que justifica la concesión de un remedio, el Tribunal tomará como ciertos 

todos los hechos bien alegados en la demanda y que hayan sido 

aseverados de manera clara y concluyente, y que, de su faz, no den 

margen a dudas. Sánchez v. Autoridad de los Puertos, 153 DPR 559 

(2001).   

c. 
 

Estamos ante la denegatoria de una moción dispositiva por el foro 

recurrido, (fue declarada no ha lugar la moción de desestimación 

presentada por el peticionario), de manera que, según el dictado de la 

Regla 52.1 de Procedimiento Civil, (32 LPRA Ap. V, R. 52.1), quedamos 

habilitados para ejercer nuestra discreción sobre expedir o no el recurso 

de certiorari presentado. A pesar de ello, según matizamos en la 

exposición de derecho, estar habilitado para intervenir no supone 

necesariamente que tengamos que expedir el recurso solicitado, por 

cuanto conservamos la discrecionalidad de así hacerlo, característica 

típica que acompaña este vehículo procesal. 

La moción de desestimación presentada por el peticionario ante el 

TPI tuvo como argumento esencial que las alegaciones incluidas en la 

demanda presentada no exponían una reclamación de un remedio en su 

contra. En particular, citó en apoyo de lo anterior el inciso quinto de la 

demanda, según el cual: 

La parte codemandada Marcos R. Vélez Green es un 
demandado que tiene un interés propietario sobre la valla 

publicitaria que más adelante se menciona en esta demanda. 
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Sus actuaciones negligentes causaron parte de los daños 
sufridos por la parte demandante2. 

 

Además, junto a su moción de desestimación, el peticionario 

incluyó una declaración jurada afirmando, en lo pertinente, lo siguiente: 

 Que por este medio certifico que nunca he tenido ni 
poseo interés propietario en esta ni en ninguna otra valla 
publicitaria3. 

 

 Como adelantamos al exponer el derecho aplicable, al resolver una 

moción de desestimación bajo el fundamento de que la demanda deja de 

exponer una reclamación que justifica la concesión de un remedio, 

estamos llamados a tomar como ciertos todos los hechos bien alegados 

en la demanda. En este caso, es un hecho tal aquel que en la demanda 

aseveró que el señor Marcos R. Vélez Green (peticionario) es un 

demandado que tiene un interés propietario sobre la valla. Es decir, 

mirada las alegaciones contenidas en la demanda en esta etapa procesal, 

y bajos los términos del análisis de la Regla 10.2 de Procedimiento Civil, 

supra, se nos impone tomar tal aseveración como cierta. 

 A pesar de lo anterior, contrario a la exigencia de tomar la 

alegación citada como cierta, el peticionario ancló su petición de 

desestimación en la afirmación de que dicha alegación no es cierta. 

Es decir, al peticionario presentar la declaración jurada mediante la cual 

afirmó no tener interés propietario alguno en la valla en cuestión, lo que 

hizo fue impugnar mediante prueba documental la alegación cuya 

veracidad hemos de tomar al sopesar la moción de desestimación. En 

este sentido, el peticionario no puede afirmar a la misma vez que, 

tomadas las alegaciones esgrimidas como ciertas no exponen una 

reclamación en su contra, pero pretender mediante la referida 

declaración jurada impugnar la veracidad de la alegación que antes dio 

como cierta para fines de la petición de desestimación. 

 
2 Apéndice V del escrito de certiorari, pág. 12.  
3 Idem, pág, 16. 
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 Por causa de lo anterior, a todas luces el foro primario no podía 

conceder el remedio solicitado por el peticionario en esta etapa. La 

moción presentada por el peticionario, a la cual acompañó la citada 

declaración jurada, semejaba más en su propósito a una petición de 

sentencia sumaria, según concebida por la Regla 36 de Procedimiento 

Civil, (32 LPRA Ap. V, R. 36). Y, aunque en el segundo párrafo de la Regla 

10.2 de Procedimiento Civil, supra, se concibe la posibilidad de que se 

considere una moción bajo dicho título como si fuera una moción de 

sentencia sumaria, lo cierto es que la petición de desestimación 

presentada por el peticionario no cumplió con ninguna de las 

formalidades para que pudiera ser considerada como una moción de 

sentencia sumaria. 

 Parte Dispositiva 

 Por lo explicado, decidimos denegar la expedición del recurso de 

certiorari solicitado. En consonancia, declaramos No Ha Lugar la moción 

de auxilio de jurisdicción presentada.  

Notifíquese inmediatamente.  

 Lo acordó el Tribunal y lo certifica la Secretaria del Tribunal de 

Apelaciones. La Jueza Grana Martinez concurre con denegar el recurso.  

No suscribe las expresiones contenidas en la parte dispositiva por 

entender que las mismas no constituyen parte necesaria del fallo, 

constituyendo expresiones judiciales excesivas e innecesarias. Véase voto 

particular de conformidad emitido por la Ex Juez Asociada Señora 

Rodríguez Rodríguez, al que se unen la Jueza Presidenta Oronoz 

Rodríguez y el Juez Asociado Señor Estrella Martínez en Pueblo v. 

Cardona, 196 DPR 513 (2016) (Resolución). 

  

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


